
 

 

EXPEDIENTE SAC: 11211232 - COPULA IVANNA C. Y OTRO C/ VASCONI FERNANDO - ORDINARIO -ESCRITURACION -

PERENCION DE INSTANCIA - INCIDENTE 

PROTOCOLO DE AUTOS. NÚMERO: 65 DEL 13/04/2023  

 

AUTO NUMERO: 65. 

CORDOBA, 13/04/2023. 

Y VISTOS: 

Estos autos caratulados “COPULA IVANNA C. Y OTRO C/ VASCONI FERNANDO -

ORDINARIO - ESCRITURACION – PERENCIÓN DE INSTANCIA - INCIDENTE”

(EXPTE. Nº 11211232), traídos a despacho a los fines de resolver el recurso de apelación

interpuesto por la parte demandada en contra del Auto Nº 570 del 01/11/2022 dictado por la

Sra. Jueza del Juzgado de 1º y 30° Nominación en lo Civil y Comercial de la Ciudad de

Córdoba, en cuya parte se resolutiva dispone:  

“I.- Rechazar el Incidente de Perención de Instancia incoado con fecha 12/08/2022, por el

Dr. Alejandro FIGUEROA ALCORTA, en carácter de apoderado del Sr. Fernando

VASCONI.--- 

II.- Imponer las costas de este Incidente a la parte vencida, Sr.  Fernando VASCONI y diferir

la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes hasta tanto exista base

cierta para ello.--- 

Protocolícese, hágase saber y dése copia”. 

Texto Firmado digitalmente por: ELLERMAN Ilse, JUEZ/A DE 1RA. INSTANCIA, Fecha:

2022.11.01. 

CAMARA APEL CIV. Y COM 4a

Protocolo de Autos

Nº Resolución: 65

Año: 2023  Tomo: 1  Folio: 292-297
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Llegados los autos a esta Cámara el apelante expresó agravios con fecha 14/02/2023, los que

fueron contestados por el apelado con fecha 08/03/2023. Con fecha 13/03/2023 los terceros

citados contestan también el traslado. Ambos solicitan el rechazo del recurso. 

Con fecha 14/03/2023 se certifica que se encuentra fenecido el plazo por el cual se corrió

traslado a la co-actora, Agustina Laguía, de la expresión de agravios del demandado apelante,

Sr. Fernando Vasconi, sin que lo haya evacuado.  

Cumplimentados los demás trámites de ley, queda el recurso en estado de ser resuelto. 

Y CONSIDERANDO: 

1.- Al expresar agravios, el apelante denuncia como primer agravio la “ilegítima alteración

de la fecha del último acto procesal impulsorio – violación a los arts. 78 y 129 del CPCC”. 

Dice que comienza diciendo el fallo impugnado, “… cabe advertir que no existe controversia

respecto a cuál es el último acto de impulso en el proceso principal. Así, tanto la parte

incidentista como la incidentada, identifican como último acto con carácter impulsivo, el

decreto dictado por el Tribunal que lleva fecha del 11/08/2021”. Que esta sola circunstancia

debió bastar para que el a-quo hiciera lugar al incidente de perención de instancia. 

Sin embargo, a pesar de la fecha del decreto, el Tribunal Inferior adhiere a la postura de la

actora de considerar como fecha de inicio del cómputo de la perención de instancia, no la

fecha del decreto, sino la fecha en que figura de la firma digital. 

Afirma que el decreto de fecha 11/08/21 fue el último “acto procesal impulsorio”, y la firma

digital no constituye un “acto procesal” “per se”, y mucho menos un acto independiente del

decreto al cual accede. El fallo es nulo, ya que viola al principio de no contradicción:

reconoce que el último acto procesal es el decreto mencionado, pero al mismo tiempo

pretende desconocer dicho decreto. 

Que conforme surge de autos, este último “acto procesal” -que fue el decreto de fecha

11/08/21-, se encuentra firme y consentido por todas las partes del proceso. Quiere decir que

si se consideraba que algún elemento formal del mismo era irregular o erróneo, la parte
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perjudicada debió promover un incidente de nulidad dentro del término de ley, es decir,

dentro de los 5 días de notificado de dicho decreto. No se puede discutir la fecha de un

decreto un año y medio después de dictado el mismo y cuando ya está firme y consentido. 

Sin embargo, leyendo el escrito de contestación de la perención de fecha 13/09/22, el mismo

pretende introducir una nulidad en forma solapada, la cual finalmente es aceptada por el

Tribunal en el resolutorio impugnado. Tal es así, tan categórico e incontrovertible es lo que

refiero, que basta con leer la jurisprudencia allí citada: todos fallos respecto a “nulidad”. Sin

embargo, respecto al decreto referido, cualquier nulidad se encuentra consentida. En efecto, el

art. 78 del C.P.C.C. es categórico al establecer el denominado principio de convalidación. 

Cita doctrina. Agrega que en el caso de autos, el decreto consignó una fecha: 11/08/21. Nadie

cuestionó que fuera falsa dicha fecha. Nadie pidió la “nulidad” aduciendo que era un mero

“proyecto” y que debía reemplazarse la fecha del mismo por otra (v.gr. fecha de firma

digital). Fue consentido. Por lo tanto debe ser respetada la fecha de dicho decreto. Dice que

no hay dudas que subyace en el argumento del a-quo una solapada “nulidad por falsedad

ideológica” respecto al decreto en cuestión: el a-quo se niega a reconocer la fecha del acto, y

en cambio pretende que ese mismo acto tenga por fecha el día 12/08/21 en el cual se le

“estampó” la firma digital y dejó de ser un “proyecto” y comenzó a “surtir efectos”.  

Agrega que la firma digital no es un acto procesal. Es un mero procedimiento matemático que

se aplica para garantizar autoría e integridad a un documento preexistente. Citando la ley

25.506, dice que resulta más que claro entonces que el documento digital ya existe, y solo se

aplica un procedimiento matemático para garantizar la autoría e integridad. 

Sin embargo, a pesar de reconocer que ya había sido subido al S.A.C. ese documento digital

que contiene el decreto, el a-quo pretendió negarle todo valor afirmando que no existía como

tal, que era un mero “borrador” o “proyecto” sujeto a “revisiones”. Dicho argumento viola

flagrantemente el principio de razón suficiente, ya que no explica el a-quo los fundamentos

para llegar a semejante conclusión. 
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Postula la violación al principio de inescindibilidad de la firma. Dice que agravia a su parte la

pretensión de escindir la firma del documento, como si fueran dos cosas diferentes, como si la

firma digital (que es un mero procedimiento matemático) tuviera una entidad de acto procesal

autónomo. Esto es erróneo. Contrariamente a lo que expresa el fallo que aquí impugna, la

firma es inescindible del documento digital al cual accede. Cita doctrina. Dice que sin

embargo, aquí se pretende escindir el documento digital de la firma digital, entendiendo que

son dos cosas diferentes, que el primero es un “borrador”, mientras que la segunda es un acto

mediante el cual nace del documento digital, dejando de ser un mero “proyecto”. La

arbitrariedad es grosera. Viola el principio de razón suficiente. Carece además de todo

respaldo legal, jurisprudencial o doctrinario semejante conclusión.  

Denuncia violación al Principio de irreprochabilidad. Dice que además de los graves errores

“in procedendo” que denuncia, existe también violación al principio de irreprochabilidad. En

efecto, el fallo impugnado pretende reconocer la firma digital, pero negar el contenido del

documento al cual accede. Que el principio de irreprochabilidad también es aplicado al

documento digital, en virtud de lo dispuesto por los arts. 7 y 8 de la Ley 25.506. Cita doctrina. 

Afirma la innecesariedad de que “surta efectos” el decreto para que se considere acto

impulsorio. Que un parágrafo especial merece la referencia del a-quo respecto a que el

decreto en cuestión debe “surtir efectos” para ser interruptivo. Sin embargo, la ley en ningún

momento exige que el acto procesal “surta efectos” (que en nuestro caso solo se produce por

la notificación, art. 142 C.P.C.C.). Tal es así que incluso actos nulos pueden interrumpir la

perención. Así como la interposición de la demanda interrumpe la prescripción,

independientemente que sea decretada o notificada, igualmente el decreto interrumpe la

perención con su dictado, independientemente que “surta efectos” o no lo haga.  

El decreto –que consta en un documento digital- se dictó con fecha 11/08/21. Ese mismo día

según el a-quo dicho documento fue “subido al S.A.C.”. Luego de firmado, y no habiendo

nadie cuestionado la fecha del decreto, la misma está firme y consentida para todas las partes.
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Es la fecha a partir de la cual se interrumpió la perención y comenzó a correr un nuevo plazo,

sin necesidad de que el decreto “surta efectos”. Que debe recordarse que en nuestro sistema,

–conforme nuestro art. 142 C.P.C.C.- las resoluciones no surten efecto ni “obligan”, en tanto

no sean notificadas. Sin embargo, unánimemente la doctrina y jurisprudencia consideran

innecesaria la notificación, ya que la ley no exige mayores trámites ni que surta efectos el acto

para impulsar el proceso: el mero dictado del acto ya interrumpe la perención.  

Agrega que es innecesario de que el expediente esté “a casillero” para que el decreto

interrumpa la perención. Por idénticos fundamentos, es innecesario que el expediente se

ponga “en casillero”, como pareciera sugerir el a-quo. 

Agrega que tal como ha señalado, contradice abiertamente los propios fundamentos del fallo

donde en forma expresa el a-quo tomó (erróneamente) el día 12/08/21 para el cálculo. No

obstante ello, pese no haber sido tenido en cuenta a la hora de realizar el cómputo de la

perención, no podía dejar de expedirse respecto a este pasaje del fallo, que viola

flagrantemente el principio de razón suficiente, al exigir un requisito que no existe en la ley

(puesta en casillero para que “interrumpa” la perención el decreto) y viola flagrantemente el

principio de congruencia evidenciando falta de imparcialidad por parte del Tribunal Inferior. 

Concluye que el último acto impulsorio fue el decreto de fecha 11/08/21, que se encuentra

firme y consentido por todas las partes. El documento digital que el a-quo reconoce haber

subido al S.A.C. ese mismo día, contiene el decreto no es un “borrador” o “proyecto sujeto a

revisiones”, sino un instrumento que, al formar parte del expediente digital, adquiere el estado

de instrumento público. La firma digital no constituye un acto procesal independiente como

pretende el a-quo: no es más que la aplicación de un procedimiento matemático a un

documento digital preexistente (el decreto del 11/08/21). La firma digital es inescindible del

documento. Reconocida la firma no se puede desconocer el contenido del documento, lo cual

incluye la fecha. Es falso que deba “surtir efectos” el acto procesal para ser impulsorio: la ley

toma la fecha del acto, sin exigir que “surta efectos”, y por ello es innecesaria su notificación

Expediente SAC 11211232  -  Pág. 5 / 12  -  Nº Res. 65



y/o puesta a casillero. 

En su segundo agravio denuncia ilegítimo cómputo de la perención y violación al precedente

“Gutierrez Juncos…” del TSJ. 

Dice que aunque se tomare como último acto procesal el día de la “firma digital” de la

funcionaria, es decir, el día 12/08/21, igualmente estaría totalmente perimida, ya que

transcurrió el plazo previsto por el art. 339 inc. 1º, es decir, transcurrió más de un año. Cita el

fallo “Gutiérrez Juncos” del TSJ, el que adjunta, refiriendo que también planteó ello en el

escrito del 23/09/2022, en el sentido de que aún aunque fuere cierto que son actos jurídicos

independientes (lo cual niega) o que el último “acto procesal” sea la firma electrónica del

funcionario (lo cual también niega), igualmente corresponde admitir el incidente de perención

de instancia, ya que el plazo se habría cumplido en tal caso a las 10:00 a.m. de día 12/08/22,

habiéndose presentado la perención a las 12:17hs.  

Que en dicho precedente se establece de manera categórica que no corresponde otorgar un día

adicional a fin de cómputo del término de la perención, comenzando a correr a la 0 hora del

día de realización del último acto de impulso. En definitiva, aun en la hipótesis que plantea la

parte actora, es decir, interpretando que la “firma” es un acto procesal independiente del

decreto, igualmente corresponde declarar la perención de instancia, toda vez que su parte

interpuso el incidente el día 12/08/22 pasadas las 10:00 a.m. Destaca que se trata de un fallo

dictado en el marco de la función de nomofilaquia de nuestro S.T.J. y por lo tanto

corresponde su acatamiento. Sin embargo, a pesar de haber advertido del fallo, haber

explicado la forma del cómputo, haber expresado que había sido dictado en el marco de la

función de nomofilaquia del S.T.J., etc. etc., se omitió toda mención al mismo y se

computaron los plazos según el antiguo criterio, beneficiando nuevamente a la contraria. Que

en el fallo impugnado se omite toda mención al fallo referido, y le otorga un nuevo día de

gracia a la actora. Ya le había concedido un día al tomar como último acto impulsorio el día

“12/08/21” por ser el día de la “firma digital”. Pero como ni aun así lograba la accionante
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eludir los efectos de la perención de instancia, le concede otro día más, considerando que

debía comenzar a correr el plazo recién a la 0 hora del día siguiente (13/08/21).  

Sin embargo, tal como lo señala nuestro T.S.J. en el fallo “Gutiérrez Juncos”: “De acuerdo a

lo estatuido por el precepto del art. 25, CC., los plazos de meses y años deben vencer el día en

que el respectivo mes tenga el mismo número de días de su fecha, o sea del día en que sucedió

el hecho que determinó su nacimiento. En este sentido es evidente que cuando la norma

agrega un ejemplo y alude al plazo que “principie el 15 de un mes”, se está refiriendo al día

en que ocurre el hecho que marca el inicio del término y no al primer día de duración del

plazo (conf. Salvat, R., Tratado de Derecho Civil Argentino, Parte General, Buenos Aires,

TEA., 1954, 10º ed. actualizada por Romero del Prado, t. I, pag. 215; Arauz Castex, M.,

Derecho Civil, Parte General, Buenos Aires, ed. 1965, Empresa Técnico Jurídica Argentina, t.

I, pag. 200; Llambías, J., Tratado de Derecho Civil, Parte General, Buenos Aires, Abeledo

Perrot, 2009, 22º ed., t. I, pag. 156). Si se entendiera de otra manera y se considerara que el

precepto está mencionando el primer día del término, el intérprete estaría extendiendo

indebidamente el plazo más allá de lo que corresponde y le estaría agregando en forma

injustificada un día más”. 

Por si fuera poco, y tal como lo señala el referido fallo, este criterio es el que también

propugna nuestra C.S.J.N. (in re: Firme Seguridad c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires,

03/03/2005, Fallos 328: 277). 

Dice que a partir de lo expuesto, agravia a su parte el ilegítimo computo del plazo realizado,

ya que se le otorga ilegítimamente un día más de plazo a la contraria, considerando prematura

nuestra pretensión incidental. En definitiva, solicita al Tribunal se sirva anular el fallo y

efectuar el cómputo acorde al referido precedente, el cual nuevamente acompañamos en

copia, como parte integrante de la presente expresión de agravios, declarando bajo juramento

es copia fiel de su original. 

Formula reserva de interponer recurso de casación.  
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2.- Las contrarias evacuan el traslado solicitando ambas el rechazo del recurso, por los

argumentos que allí indican y a los que nos remitimos por razones de brevedad. 

3.- Pese al enorme esfuerzo argumental que ha desplegado el apelante, llegamos a la

conclusión de que el recurso debe ser rechazado.  

En primer lugar, ha quedado consentido por las partes (y ello es correcto) que la cuestión se

ciñe a determinar desde cuándo surtió efectos interruptivos el decreto fechado (en el cuerpo

de su texto) el 11/08/2021, y firmado digitalmente al día siguiente, el 12/08/2021; siendo que

el incidente de perención fue interpuesto el 12/08/2022 pasadas las 10 hs. Así también (y es

conforme a derecho) que todas las actuaciones sustanciadas en el marco de las medidas

cautelares no tienen incidencia interruptiva de la perención de la instancia. 

4.- La cuestión se circunscribe al decreto señalado, debiendo descartarse cualquier eventual

comienzo del cómputo, en el caso que nos ocupa, sea desde la puesta en casillero del

expediente (cuestión que ahora registra el sistema informático), o desde la eventual

notificación del decreto. 

Sentado lo anterior, cabe advertir, en primer lugar, que la Firma Digital no es sólo un

mecanismo informático de autenticación, sino que jurídicamente equivale a la firma ológrafa

(art. 288 del Cód. Civil y Comercial y art. 3 de la ley 25.506). 

En el caso de autos, el decreto en cuestión reza:  

“CORDOBA, 11/08/2021. A los fines de proceder a la ratificación del poder apud acta

acompañado por el Dr. Figueroa Alcorta mediante llamada telefónica al poderdante,

previamente acompáñese nuevamente el archivo en PDF escaneado en forma correcta puesto

que se encuentra cortado en su anverso.  

Proveyendo  la operación del fecha 10/08/2021: por evacuado el traslado de la demanda por

el Sr. Vasconi Fernando en los términos que se expresa. 

Previo a pasar a fallo a los fines de resolver la sustitución de la cautelar, a efectos de evitar

la depreciación de los fondos depositados, ordénese la afectación a plazo fijo renovable
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automáticamente cada treinta días a cuyo fín ofíciese al Banco de Córdoba”. 

Asimismo, en la “radiografía” del expediente, se consigna también la fecha 11/08/2021. 

Pero en la constancia de la firma digital, obrante al pie del decreto, se lee: 

Texto Firmado digitalmente por: PRINI Marcela Elizabeth Marysol, PROSECRETARIO/A

LETRADO, Fecha: 2021.08.12” 

La discordancia es más que evidente: el decreto se encuentra fechado el 11/08/2021, pero ha

sido firmado digitalmente el 12/08/2021. 

Cuando se trata de un instrumento público, que requiere la firma de quien lo emite, la firma

es un requisito esencial (art. 290 inc. b del Cód. Civil y Comercial).  

Por ende, mal podría predicarse la existencia de un “decreto” sin dicha firma (en nuestro caso,

la firma digital), ya que, para ser tal, el decreto requiere de la firma. 

Es por demás evidente el error material en que se ha incurrido, y que –incluso- el propio

sistema habilita su comisión, ya que es claro que permite firmar un documento registrado en

el sistema con anterioridad. La experiencia nos indica que suele suceder cuando se firman de

manera múltiple varios decretos. Pero ese “registro”, anterior a la firma, en modo alguno

permite considerar que el decreto haya sido dictado el día de su incorporación al sistema.  

Es la firma del oficial público la que es dirimente, y la fecha en la que ella se plasma

(que ahora queda registrada de manera indubitada) constituye el día en que debe tenerse por

otorgado el acto procesal. No hay “acto procesal” antes de ello, como mal lo afirma el

apelante y, en el peor de los casos, estaríamos ante una nulidad, tal cual lo dice el impugnante,

pero consentida por todos, vicio que trae aparejado que el acto deba considerarse emitido, no

el día de su incorporación al sistema, sino el día en que efectivamente fue firmado. Ello pues,

como lo señala el propio impugnante, la firma es inescindible del documento digital al cual

accede. 

Así las cosas, no cabe sino concluir que el decreto fue dictado el día 12/08/2021. 

5.- Y también que la interposición del incidente fue prematura, porque al día 12/08/2022 aún
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no se había cumplido el plazo de un año. En efecto, y como los plazos se cuentan de

medianoche a medianoche (art. 6 del Cód. Civil y Comercial), no cabe sino concluir que el

plazo en cuestión vencía ese 12/08/2022, pero a la medianoche, quedando pues el plazo

procesal de gracia del día hábil siguiente a los fines de impulsar el proceso. Tan es así, que el

propio apelante, en el entendimiento de que la perención comenzó a correr el 11/08/2021,

presentó el incidente al día siguiente del cumplimiento del año, pero luego de vencido el plazo

de gracia. 

Por cierto que de la lectura del Auto Nº 35 del 12/05/2020 dictado por el TSJ en autos

“GUTIERREZ JUNCOS, CARLOS GREGORIO C/ MARTÍNEZ PREAUD – MARIA JOSÉ –

EJECUTIVO – COBRO DE HONORARIOS - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 4803392)

no surge lo que señala el impugnante.  

Lo que allí se afirma es: “cuadra traer a colación los argumentos y fundamentos que

sostienen el criterio de la Sala en relación al tema que nos ocupa, reiterado en varios

precedentes (A.I. 146/12, 355/13, 88/14, 119/14, entre muchos otros). En este sentido, es de

destacar que los plazos de perención de instancia, sean de un año o sean de meses según las

diversas hipótesis contempladas en la norma del art. 339, ib., comienzan a correr el día

siguientede aquél en que se cumplió el último acto de impulso, el cual, en cambio, no se

computa en la duración del término. Vale decir que el plazo se inicia a la cero hora del día

que sigue al del último acto que impulsó el procedimiento, lo que es exactamente igual que

decir que empieza pasada la hora 24 del mismo día del acto de impulso”, ello por aplicación

de la regla del art. 29 del Cód. Civil (que es idéntica a la del art. 6 del Cód. Civil y

Comercial). 

Agrega el Alto Cuerpo: “En estas condiciones, la regla procesal del art. 45, CPC., según la

cual en los plazos judiciales no se contará en ningún caso el día en que tenga lugar la

notificación correspondiente, se presenta así como mera manifestación de aquel principio

recogido en el derecho común… El hecho de que la norma consagre expresamente esa regla
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sólo para los supuestos de términos derivados de notificaciones, desde luego que no impide

considerar que la directiva rige igualmente en otro tipo de situaciones procesales, como sería

justamente la caducidad de instancia, la que opera con independencia de la notificación de la

última gestión de impulso del proceso”. 

Respecto a cuando el plazo fenece, dijo el TSJ en el fallo que: “De acuerdo a lo estatuido por

el precepto del art. 25, CC., los plazos de meses y años deben vencer el día en que el

respectivo mes tenga el mismo número de días de su fecha, o sea del día en que sucedió el

hecho que determinó su nacimiento. En este sentido es evidente que cuando la norma agrega

un ejemplo y alude al plazo que “principie el 15 de un mes”, se está refiriendo al día en que

ocurre el hecho que marca el inicio del término y no al primer día de duración del plazo… Si

se entendiera de otra manera y se considerara que el precepto está mencionando el primer

día del término, el intérprete estaría extendiendo indebidamente el plazo más allá de lo que

corresponde y le estaría agregando en forma injustificada un día más”. 

Es por demás evidente, pues, que lo señalado ratifica la conclusión a la que hemos arribado,

todo lo cual queda también confirmado con lo que concluye el TSJ en el fallo apuntado, al

señalar: “Por otro lado y de acuerdo al claro precepto del art. 27, CC., los plazos deben

computarse en forma completa y sin privar a las personas de ningún fragmento de su

extensión, incluyendo por tanto en su duración la totalidad de su último día, el que recién

acabará a la medianoche del mismo (“dies ad quem”). Sin perjuicio de disponerse además de

la denominada “prórroga legal” que acuerda el art. 53, CPC., en cuyo mérito el término se

prolonga durante las dos primeras horas hábiles de oficina del día hábil siguiente”. 

Siendo que se ha determinado, finalmente, que el plazo comenzó a correr el 11/08/2021, y

venció el 11/08/2022, no cabe dudar que ello aconteció a la medianoche de este último día, y

que, por tal razón, a los fines procesales, se extiende por dos horas más, el plazo de gracia

procesal.  

6.- Por todo ello, en definitiva, corresponde el rechazo del recurso de apelación, e imponer las
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costas del recurso por el orden causado, atento que, por la situación apuntada, el recurrente

pudo considerarse con razones atendibles para litigar. 

Por ello y lo dispuesto por el art. 382, CPCCCba,  

SE RESUELVE: 

I.- Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra del Auto Nº

570 del 01/11/2022 dictado por la Sra. Jueza del Juzgado de 1º y 30° Nominación en lo Civil

y Comercial de la Ciudad de Córdoba. 

II.- Imponer las costas del recurso por el orden causado.  

PROTOCOLÍCESE, INCORPÓRESE COPIA, HÁGASE SABER Y BAJEN. 

 

 

Texto Firmado digitalmente por:
YACIR Viviana Siria
VOCAL DE CAMARA

Fecha: 2023.04.13

OSSOLA Federico Alejandro
VOCAL DE CAMARA

Fecha: 2023.04.13
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